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Señores Presidentes:

De acuerdo con la designación efectuada por las Presidencias del honorable Senado de la República y de la honorable Cámara de Representantes, y de conformidad con los artículos 161 de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los suscritos Senador y Representante integrantes de la Comisión de Conciliación nos permitimos someter, por su conducto, a consideración de las Plenarias de Senado y de la Cámara de Representantes para continuar su trámite correspondiente, el texto conciliado del proyecto de reforma constitucional de la referencia, dirimiendo de esta manera las discrepancias existentes entre los textos aprobados por las respectivas plenarias del Senado de la República y la Cámara de Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos a realizar un estudio comparativo de los textos aprobados en las respectivas Cámaras y, una vez analizado su contenido, decidimos acoger el texto aprobado en la plenaria del Senado el día 14 de junio de 2012.

A continuación identificamos los cambios incorporados por el Senado y presentamos la correspondiente justificación que nos lleva a adoptarlos en este informe de conciliación:

a. ¿Garantizarán¿ los derechos de las víctimas

En el primer inciso del artículo 1º se cambió la frase ¿En todo caso estos instrumentos garantizarán¿ por ¿y garantizarán¿ de tal forma que se establece con más claridad que garantizar en el mayor nivel posible los derechos de las víctimas hace parte de los fines de la justicia transicional. Con la redacción que había sido aprobada en la Cámara de Representantes podía interpretarse que esta garantía no hacía parte de los fines de estos instrumentos. Por ello el inciso ahora establece que ¿Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.¿.

b. El marco general de la firma de un acuerdo de paz

También en el primer inciso del artículo 1º se incorporó la frase ¿en el marco de un acuerdo de paz¿, con el fin de aclarar que la aplicación de los instrumentos de justicia transicional a los grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado y a los agentes del Estado, sólo podrá darse en el marco de un acuerdo de paz. Este ha venido siendo el espíritu general del proyecto de acto legislativo como se ha expresado en las distintas ponencias, pero conviene hacerlo explícito.

c. El ámbito de aplicación de las leyes que autoricen el tratamiento diferenciado

También en el primer inciso del artículo 1º se modificó el ámbito de aplicación de las leyes que desarrollen el tratamiento diferenciado. En el texto aprobado en la Cámara de Representantes se estableció que ¿La Ley Estatuaria podrá autorizar un tratamiento diferenciado para cada una de las distintas partes que hayan participado en las hostilidades¿. Sin embargo, la referencia a las ¿partes¿ fue interpretada como ambigua, por lo cual se decidió aclarar que como se había expuesto en las distintas ponencias, esta se refiere a los grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado interno y a los agentes del Estado, en relación con su participación en el mismo. Así conviene precisar a quiénes se les puede aplicar y respecto de qué hechos: sólo aquellos relacionados con su participación en el conflicto armado interno. En el caso de los agentes del Estado, como ha sido reiterado en las ponencias, la aplicación de los instrumentos de justicia transicional debe responder a su especial función constitucional.

d. Establecer instrumentos de justicia transicional mediante Ley Estatutaria

En el segundo inciso del artículo 1º se cambió la frase ¿La ley podrá diseñar instrumentos de justicia transicional¿ por ¿Mediante una ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia transicional¿. Esto con el fin de garantizar que no se trate de una facultad sino de una obligación, y que se haga a través de Ley estatutaria en vez de Ley ordinaria. Consideramos adecuado adoptar este cambio ya que responde también al interés que tuvo la Cámara en elevar a ley estatutaria las distintas normas que desarrollen el acto legislativo, y a desarrollar un lenguaje más asertivo.

e. Eliminación de la referencia a mecanismos ¿complementarios¿

También en el segundo inciso del artículo 1º el Senado eliminó la palabra ¿complementarios¿, por considerar que los mecanismos extrajudiciales para el esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas tienen un papel central y principal dentro de la estrategia de justicia transicional, y no simplemente complementario. En la medida en que la Cámara ya había empezado a desarrollar este rol principal con la incorporación de la referencia a una Comisión de la Verdad, consideramos adecuado adoptar este cambio.

f. Desarrollo de la Comisión de la Verdad

El tercer inciso del artículo 1º aprobado en el Senado, es un inciso nuevo respecto del texto aprobado en la Cámara de Representantes que desarrol la la referencia que se hacía en el inciso segundo a la posibilidad de crear comisiones de la verdad. El nuevo inciso establece: ¿Una ley deberá crear una comisión de la verdad y definir su objeto, composición, atribuciones y funciones. El mandato de la Comisión podrá incluir la formulación de recomendaciones para la aplicación de los instrumentos de justicia transicional, incluyendo la aplicación de los criterios de selección¿. En la medida en que el texto aprobado en Senado simplemente desarrolla en mayor detalle la referencia general que había hecho la Cámara de Representantes, consideramos que resulta adecuado adoptar tal inciso dentro del texto final.

g. Referencia a ¿todos¿ los crímenes internacionales

En el cuarto inciso del artículo 1º el Senado incluyó la palabra ¿todos¿ con el fin de aclarar que la obligación de investigar penalmente opera respecto de todos los crímenes internacionales. En ese sentido, la selección supone el compromiso de investigar penalmente a los máximos responsables de todos los crímenes internacionales, aunque sea posible renunciar a la persecución penal de personas que no sean consideradas los máximos responsables pero que hayan participado en la comisión de los mismos. La premisa general es que independientemente de a quién se investigue, los crímenes internacionales, como hechos cometidos en el marco de un patrón o sistema de victimización, sí serán investigados en su totalidad. Este ha sido también el espíritu del proyecto desde su inicio, por lo cual conviene adoptar esta modificación.

h. La inclusión del crimen internacional de genocidio

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Senado incluyó la referencia al genocidio, como otro de los crímenes internacionales que debía ser seleccionado para su persecución penal. Esto con el fin de garantizar que los esfuerzos de investigación se concentren no sólo en los crímenes que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra, sino también frente a los crímenes de genocidio. Teniendo en cuenta que estos son los crímenes internacionales establecidos en el Estatuto de Roma, conviene adoptar esta reforma, de tal forma que se incluyan todos los crímenes que han sido reconocidos como los más graves por la Comunidad Internacional en su conjunto.

i. La referencia a los crímenes de guerra cometidos ¿de manera sistemática¿

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Senado incluyó la referencia a que se deben seleccionar los crímenes de guerra que hayan sido ¿cometidos de manera sistemática¿. Si bien a lo largo de las distintas ponencias se ha ratificado que precisamente a través de la selección será posible concentrar esfuerzos y recursos de judicialización en la persecución penal de los máximos responsables de los crímenes internacionales, de tal forma que estos crímenes no queden en la impunidad, no es menos cierto que también hemos insistido en la importancia de concentrarnos en los crímenes más graves y representativos. Esto es especialmente importante si se tiene en cuenta que en el caso de crímenes de guerra existen crímenes como el uso ilegal del emblema del CICR o la destrucción de bienes que si bien son graves, no necesariamente deberían ser seleccionados si de lo que se trata es de concentrarse en los crímenes más graves. Por eso este informe de conciliación propone adoptar la frase ¿cometidos de manera sistemática¿ incorporada por el Senado de la República.

j. Requisitos y condiciones para la suspensión de la ejecución de la pena

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Senado advirtió que la ley podrá establecer los requisitos y condiciones para la concesión de la suspensión de la pena en los casos a los que a ello haya lugar. Lo anterior con el fin de garantizar que se trate de un beneficio condicionado y excepcional. En la medida en que en el trámite en Cámara de Representantes también siempre se advirtió que todo el tratamiento penal especial debía ser condicionado y especial, se considera adecuado adoptar esta modificación en este informe de conciliación.

k. Sanciones extrajudiciales, penas alternativas y modalidades especiales de ejecución de la pena

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Senado incluyó que la ley estatutaria que desarrolle el acto legislativo también podrá ¿establecer los casos en los que proceda la aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y cumplimiento de la pena¿. Esto con el fin de reconocer que existen distintas posibilidades en relación con la sanción. Primero, las sanciones extrajudiciales que podrían ser aplicadas como consecuencia de los mecanismos extrajudiciales; segundo, las penas alternativas, como un beneficio condicionado en el marco de procesos penales; y tercero, las modalidades especiales de ejecución y cumplimiento de la pena, cuando ya exista una condena en firme. Estas opciones también fueron discutidas como opciones de sanción en los debates en la Cámara de Representantes por lo cual se considera adecuado adoptar la referencia explícita a este tipo de mecanismos.

l. Gravedad y representatividad de los casos

También en el cuarto inciso del artículo 1º el Senado incluyó una última frase señalando que ¿La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y representatividad de los casos para determinar los criterios de selección¿. Esto con el fin de incluir constitucionalmente una limitación al ejercicio del legislador, en el sentido de que la gravedad y representatividad de los casos deben necesariamente ser considerados como criterios al momento de debatir la ley estatutaria que regule los criterios de selección. En la medida en que a lo largo del trámite legislativo en la Cámara de Representantes también se hizo referencia a la importancia de dar mayor claridad al tipo de criterios que está autorizando el constituyente derivado, consideramos adecuado aportar esta modificación en el informe de conciliación que se propone.

m. Hacer explícita la condicionalidad

El texto aprobado por el Senado incluye un quinto inciso en el artículo 1º según el cual ¿En cualquier caso, el tratamiento penal especial mediante la aplicación de instrumentos constitucionales como los anteriores estará sujeto al cumplimiento de condiciones tales como la dejación de las arma s, el reconocimiento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento de la verdad y a la reparación integral de las víctimas, la liberación de los secuestrados, y la desvinculación de los menores de edad reclutados ilícitamente que se encuentren en poder de los grupos armados al margen de la ley¿. Este inciso refuerza la idea de que cualquier tratamiento penal especial que se derive en el futuro de la aplicación del proyecto de acto legislativo deberá estar supeditado al cumplimiento de estrictas condiciones, especialmente la dejación de las armas y el reconocimiento de responsabilidad (para garantizar la no repetición), y la contribución al esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas, como parte de los fines esenciales de la justicia transicional. Así mismo se incorporó en el texto aprobado por el Senado el contenido del inciso sexto aprobado en Cámara relacionado con la obligación de liberar a los secuestrados, y se incluyó también la obligación de desvincular a los menores reclutados ilícitamente. En la medida en que la condicionalidad ya venía siendo un elemento esencial del proyecto de acto legislativo consideramos adecuado adoptar este cambio dentro del informe de conciliación que se presenta.

n. Eliminación del inciso relacionado con la aplicación a agentes del Estado

En el texto aprobado por el Senado, se elimina el inciso quinto aprobado por la Cámara de Representantes, el cual establecía que ¿En el caso de agentes del Estado, las herramientas de justicia transicional sólo podrán ser aplicadas de manera individual, a través de un instrumento jurídico particular, y teniendo en cuenta la función constitucional que les ha sido encomendada¿. Este inciso fue eliminado por el Senado por considerar que debe ser la ley estatutaria la que en todos los casos determine cuáles serán las condiciones en las cuales se apliquen los mecanismos de justicia transicional tanto a los grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto, como a los agentes del Estado con ocasión de su participación en el mismo. En todo caso, las distintas ponencias han sido claras en establecer que tanto a nivel nacional como a nivel internacional la responsabilidad de los agentes estatales es indudablemente mayor que la de los grupos armados al margen de la ley, por la función constitucional que les ha sido encomendada. Teniendo en cuenta estas consideraciones consideramos que resulta adecuado adoptar esta modificación.

o. Exclusión de las Bacrim

El cuarto inciso del artículo 1º aprobado en la Cámara de Representantes fue dividido en 2 parágrafos. El primero recoge integralmente el texto aprobado en la Cámara. El segundo en vez de referirse a quienes no hayan sido parte en el conflicto armado se refiere a los grupos armados al margen de la ley que no hayan sido parte en el conflicto armado. Originalmente este inciso se refería a la prohibición de aplicar instrumentos de justicia transicional a la ¿delincuencia común¿. Posteriormente esa referencia fue modificada por ¿quienes no sean parte en el conflicto¿, con el fin de delimitar la aplicación de los instrumentos de justicia transicional únicamente a los hechos relacionados con las partes en el conflicto (incluyendo tanto delitos ordinarios como políticos) y por lo tanto excluir del tratamiento de justicia transicional a la criminalidad ordinaria. La redacción adoptada por el Senado se refiere a ¿grupos armados al margen de la ley¿ con el fin de adoptar la categoría que ha sido definida por la Ley 782 de 2002, como aquellos grupos que cumplen con los requisitos establecidos por el Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra. En este sentido, se mantiene el fin de garantizar que los instrumentos de justicia transicional no puedan ser aplicados a grupos que, como las Bacrim, no son parte en el conflicto armado interno.

p. La transitoriedad del acto legislativo

En el artículo 2º el Senado precisó que la limitación temporal a la que se refiere el artículo está relacionada con ¿los instrumentos penales establecidos en el inciso 4º del artículo 1¿. Esto con el fin de garantizar que la limitación no se refiriera solamente a la renuncia a la persecución penal o la suspensión de la ejecución de la pena como fue aprobado por la Cámara de Representantes. Así mismo el Senado aprobó que la limitación temporal debe ser para proferir ¿todas¿ las leyes que regulen ¿esta¿ materia. Por considerar que se trata de precisiones válidas, también las incorporamos en este informe de conciliación.

q. Participación política

El texto aprobado en el Senado incorpora un artículo 3º que establece que ¿Una ley estatutaria regulará cuáles serán los delitos considerados conexos al delito político para efectos de la posibilidad de participar en política. No podrán ser considerados conexos al delito político los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática, y en consecuencia no podrán participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y seleccionados por estos delitos¿. Este artículo retoma un tema que ha sido debatido en todas las sesiones de discusión del proyecto de acto legislativo en relación con la posibilidad de que aquellas personas que se hayan reintegrado a la sociedad, puedan participar en política. El objetivo es establecer las bases para que en futuros procesos de paz, si así lo considera el Legislador, algunos miembros de grupos armados al margen de la ley que se desmovilicen puedan recobrar plenamente sus derechos políticos. Lo anterior, claro está, luego de cumplir con los condicionamientos establecidos por los instrumentos de justicia transicional, y teniendo en cuenta las disposiciones que establezca el Legislador sobre en qué casos sería posible autorizar esta participación, y en qué casos no. Se trata entonces de una facultad especial de la cual se revestiría al Legislador para contextos de justicia transicional a la terminación del conflicto armado. Por considerar que esta norma es compatible con los fines del acto legislativo que hemos explicado a lo largo de las distintas ponencias, consideramos que también debe ser incorporada en este informe de conciliación.

TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIACIÓN AL PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 14 DE 2011 SENADO, 94 DE 2011 CÁMARA

por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio que será el 66, así:

Artículo transitorio 66. Los instrumentos de justicia transicional serán excepcionales y tendrán como finalidad prevalente facilitar la terminación del conflicto armado interno y el logro de la paz estable y duradera, con garantías de no repetición y de seguridad para todos los colombianos; y garantizarán en el mayor nivel posible, los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. Una ley estatutaria podrá autorizar que, en el marco de un acuerdo de paz, se dé un tratamiento diferenciado para los distintos grupos armados al margen de la ley que hayan sido parte en el conflicto armado interno y también para los agentes del Estado, en relación con su participación en el mismo.

Mediante una ley estatutaria se establecerán instrumentos de justicia transicional de carácter judicial o extrajudicial que permitan garantizar los deberes estatales de investigación y sanción. En cualquier caso se aplicarán mecanismos de carácter extrajudicial para el esclarecimiento de la verdad y la reparación de las víctimas.

Una ley deberá crear una Comisión de la Verdad y definir su objeto, composición, atribuciones y funciones. El mandato de la comisión podrá incluir la formulación de recomendaciones para la aplicación de los instrumentos de justicia transicional, incluyendo la aplicación de los criterios de selección.

Tanto los criterios de priorización como los de selección son inherentes a los instrumentos de justicia transicional. El Fiscal General de la Nación determinará criterios de priorización para el ejercicio de la acción penal. Sin perjuicio del deber general del Estado de investigar y sancionar las graves violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, en el marco de la justicia transicional, el Congreso de la República, por iniciativa del Gobierno Nacional, podrá mediante ley estatutaria determinar criterios de selección que permitan centrar los esfuerzos en la investigación penal de los máximos responsables de todos los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes de guerra cometidos de manera sistemática; establecer los casos, requisitos y condiciones en los que procedería la suspensión de la ejecución de la pena; establecer los casos en los que proceda la aplicación de sanciones extrajudiciales, de penas alternativas, o de modalidades especiales de ejecución y cumplimiento de la pena; y autorizar la renuncia condicionada a la persecución judicial penal de todos los casos no seleccionados. La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y representatividad de los casos para determinar los criterios de selección.

En cualquier caso, el tratamiento penal especial mediante la aplicación de instrumentos constitucionales como los anteriores estará sujeto al cumplimiento de condiciones tales como la dejación de las armas, el reconocimiento de responsabilidad, la contribución al esclarecimiento de la verdad y a la reparación integral de las víctimas, la liberación de los secuestrados, y la desvinculación de los menores de edad reclutados ilícitamente que se encuentren en poder de los grupos armados al margen de la ley.

Parágrafo 1º. En los casos de la aplicación de instrumentos de justicia transicional a grupos armados al margen de la ley que hayan participado en las hostilidades, esta se limitará a quienes se desmovilicen colectivamente en el marco de un acuerdo de paz o a quienes se desmovilicen de manera individual de conformidad con los procedimientos establecidos y con la autorización del Gobierno Nacional.

Parágrafo 2º. En ningún caso se podrán aplicar instrumentos de justicia transicional a grupos armados al margen de la ley que no hayan sido parte en el conflicto armado interno, ni a cualquier miembro de un grupo armado que una vez desmovilizado siga delinquiendo.

Artículo 2º. Transitorio. Una vez el Gobierno Nacional presente al Congreso de la República el primer proyecto de ley que autorice la aplicación de los instrumentos penales establecidos en el inciso 4º del artículo 1º del presente acto legislativo, el Congreso tendrá cuatro (4) años para proferir todas las leyes que regulen esta materia.

Artículo 3º. La Constitución Política tendrá un nuevo artículo transitorio que será el 67, así:

Artículo transitorio 67. Una ley estatutaria regulará cuáles serán los delitos considerados conexos al delito político para efectos de la posibilidad de participar en política. No podrán ser considerados conexos al delito político los delitos que adquieran la connotación de crímenes de lesa humanidad y genocidio cometidos de manera sistemática, y en consecuencia no podrán participar en política ni ser elegidos quienes hayan sido condenados y seleccionados por estos delitos.

Artículo 4º. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

Roy Barreras, Senador de la República; Carlos Edward Osorio, Representante a la Cámara.

